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Buenas tardes sus excelencias, honorables representantes de las misiones ante Naciones Unidas, colegas, amigas y amigos.

Es un honor dirigirme a esta Asamblea General como Relatora Especial para el derecho humano al ambiente limpio, sano y sostenible y presentar mi primer informe, que examina el estado del reconocimiento de este derecho, identificando avances y principales retos, aportando recomendaciones para mejorar su protección.

Para este diálogo resalto tres puntos: 
1. El amplio reconocimiento del derecho al ambiente limpio, sano y sostenible evidencia la claridad y el consenso del derecho internacional de reconocerlo como un derecho humano de todas las personas. 
2. Los retos más importantes identificados para su protección efectiva, y 
3. Recomendaciones para avanzar los impactos positivos requeridos, priorizando la protección especial de personas marginadas históricamente. 

PRIMERO, al reconocer el derecho humano al ambiente limpio, sano y sostenible, con una votación histórica, la Asamblea General dio un paso definitivo en un proceso que duró décadas. 

Esta decisión refleja la sólida tendencia internacional de reconocer este derecho, como un derecho humano, en tratados internacionales y por órganos de tratados de Naciones Unidas. 

De otra parte, los Sistemas Africano e Interamericano de derechos humanos han liderado el reconocimiento expreso de este derecho, que ha sido interpretado jurisprudencialmente; mientras que la Carta Árabe de Derechos Humanos y la Declaración de ASEAN de 2012, también lo mencionan. Asímismo, tratados regionales como la Convención de Aarhus y el Acuerdo de Escazú lo reconocen expresamente. 

Nacionalmente, el derecho a un ambiente sano está jurídicamente reconocido por 164 de 193 Estados de Naciones Unidas, es decir el 85% de los Estados miembros. 
Incluyendo más recientemente: Canadá, Estados Federados de Micronesia, Omán, Antigua y Barbuda, Belice, Dominica, Granada y Santa Lucía. 
Incluso entidades subnacionales han reconocido este derecho, como sucedió en el Territorio Capital Australiano, en agosto pasado. 

Así, el amplio reconocimiento a nivel internacional, regional y nacional evidencia la claridad y el consenso del derecho internacional de reconocer el ambiente limpio, sano y sostenible como un derecho humano para todas las personas. 

Este avance contrasta con la realidad, dado el reto existencial y sin precedentes al que nos enfrentamos como humanidad con la triple crisis planetaria del cambio climático, la pérdida de biodiversidad y la contaminación, agravada por las desigualdades sistémicas y crecientes, la necesidad de atención humanitaria, el aumento de los conflictos y la transgresión irreversible de los límites planetarios. 

La ciencia nos demuestra que, pese a los importantes esfuerzos para superar estas crisis, No estamos viendo los resultados necesarios y la situación empeora drásticamente.

Por ello, la mejora de los esfuerzos en curso es apremiante, e indiscutible la urgencia de cambio en la relación que la mayor parte de la humanidad tiene con la naturaleza. En este sentido, respetar plenamente los derechos humanos y específicamente el derecho a un ambiente limpio, sano y sostenible es una oportunidad única para contribuir a alcanzar las transformaciones urgentes.

Ello, porque respetar, proteger y garantizar el derecho al ambiente sano, contempla elementos procedimentales y sustantivos cruciales. 
Es decir, implica garantizar: el acceso a la información, a la participación pública y el acceso a la justicia. Así como garantizar: Aire limpio; Clima seguro; Agua segura y suficiente; Alimentos sanos y sostenibles; Entornos no tóxicos para vivir, trabajar, estudiar y jugar; y, Biodiversidad y ecosistemas sanos para todas las personas.

SEGUNDO, de acuerdo con las contribuciones recibidas e investigación para este informe, los principales retos para la protección efectiva del derecho al ambiente sano incluyen: 
· Un Modelo económico y desarrollo que son insostenibles e incompatibles con los límites planetarios y con el respeto de los derechos humanos,
· Evidentes impactos de la triple crisis planetaria, 
· Débil estado de derecho
· Debilitamiento de las políticas, marcos jurídicos e instituciones existentes,
· Limitaciones al acceso a la información, la participación y la justicia, 
· Impactos por la guerra, conflictos y actividades ilegales, y
· Aumento del riesgo para quienes defienden los derechos humanos, el ambiente, el clima, y el cierre de espacios cívicos.

Quienes están marginados como consecuencia de las desigualdades sistémicas, la discriminación y su exclusión histórica son quienes en mayor medida están sufriendo dichos impactos, incluyendo: 
· mujeres y niñas, 
· infancias y adolescentes, 
· Pueblos Indígenas, 
· comunidades afrodescendientes, 
· personas con discapacidad
· personas en situación de pobreza 
· comunidad LGBTQ+,
· personas desplazadas internas y migrantes.

En tercer lugar, para superar estos retos, resalto las siguientes recomendaciones, a implementarse con perspectiva interseccional: 
· en los próximos días: los Estados deben asegurar que los acuerdos multilaterales, incluidas las Conferencias de las Partes de los Convenios de Biodiversidad, Cambio Climático y Desertificación, y los instrumentos en proceso de negociación, tengan una fuerte perspectiva de derechos humanos, e incluyan expresamente el derecho a un ambiente sano;
· además, aprovechar los procesos del examen periódico universal, para hacer seguimiento constante de la implementación del derecho al ambiente sano.

· De manera urgente y sin más demoras se deben: 
· implementar cambios transformadores de la economía, con los derechos humanos y la naturaleza al centro. Avanzando hacia una economía que reconozca la interconexión de los sistemas naturales y humanos y los límites planetarios,
· Promover medidas para reducir exclusión y discriminación históricas, mediante acciones con perspectiva interseccional;
· Implementar eficazmente marcos jurídicos y políticas existentes hacia la protección efectiva del derecho a un ambiente sano.
En cuanto a Estados y regiones donde aún no han reconocido este derecho, particularmente el Consejo de Europa y ASEAN, es esencial que lo hagan de manera contundente y cuanto antes, para lo cual reitero mi apoyo.
· Es importante también armonizar marcos jurídicos y políticas a nivel nacional e internacional, en línea con el derecho humano a un ambiente sano, promoviendo coherencia y claridad. 

El incluir una perspectiva holística y diversa de la ciencia es esencial, para incorporar la ciencia tradicional y ancestral. Los conocimientos de Pueblos Indígenas, comunidades afrodescendientes, de las mujeres y otros saberes, podrían contribuir significativamente en el avance de las medidas eficaces pendientes.
· Reforzar la protección de quienes defienden el ambiente, el clima y los territorios, garantizando espacios cívicos seguros, evitando la criminalización y asegurando la investigación y rendición de cuentas de quienes resulten responsables, dando fin a la impunidad.

Respetar, proteger y garantizar el derecho a un ambiente sano puede beneficiar a todas las personas, especialmente quienes están en situaciones vulnerables. Y ayudar a los Estados a mejorar la gestión sostenible de los recursos naturales, avanzar el control y la supervisión de las empresas, fortalecer la coordinación institucional y potenciar soluciones ante la triple crisis planetaria. Teniendo en cuenta el impacto en los derechos humanos y el costo social y económico de las crisis, garantizar este derecho puede favorecer a las economías, ayudando a crear sistemas centrados en la protección de los derechos humanos y la naturaleza para las generaciones actuales y futuras.



